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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 24  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-10394-2023
CARATULADO : MANZANO/FISCO - CDE

Santiago,  cinco de Agosto de dos mil veinticuatro

           
VISTOS.

Con fecha 26 de junio de 2023, al folio 1, don Boris Paredes Bustos, 

abogado, domiciliado en Pasaje Dr. Sotero del R o N 326, oficina N 707,í ° °  

comuna de Santiago, en representaci n de do a  ó ñ Yanet  Manzano Kasis, 

chilena,  casada,  auxiliar  de  servicio,  c dula  de  identidad  10.949.423-2,é  

domiciliada  en  Poblaci n  Hermanos  Carrera  396,  Quillota;  do a  ó ñ Paola 

Manzano  Kasis,  chilena,  soltera,  due a  de  casa,  c dula  de  identidadñ é  

11.519.981-1,  domiciliada  en  Villa  Rapanui,  pasaje  Taitiare  N 1213,º  

Quillota y  do a  ñ Sandra  Manzano  Kasis,  chilena,  casada,  profesora  de 

educaci n general b sica, c dula de identidad 12.002.698-4, domiciliada enó á é  

calle Alemania N 1713, Quillota, interpone demanda de indemnizaci n deº ó  

perjuicios en contra del Fisco de Chile, representado por el Presidente del 

Consejo de Defensa del Estado, don Ra l Letelier Wartenberg, abogado,ú  

ambos domiciliados Agustinas 1225, Piso 4, comuna de Santiago, a fin de 

que se declare en definitiva el derecho de los actores a ser indemnizados por 

los actos il citos descritos en la demanda, cometidos por agentes del Estadoí  

y  condenando  al  Demandado  Fisco  De  Chile  a  pagarles  la  suma  de 

$300.000.000 a cada una, o la suma que en justicia se sirva fijar el tribunal, 

con costas.

Indica que los hechos descritos se encuentran acreditados en la causa 

Rol  N 35.738-AG del  Segundo Juzgado de  Letras  de  Quillota,  episodio°  

Asalto a la Patrulla Militar , este fallo fue dictado con fecha 27 de octubre“ ”  

del a o 2008. La I. Corte de Apelaciones de Valpara so, conociendo de unñ í  

recurso de apelaci n contra el fallo se alado, reprodujo la sentencia en loó ñ  

referente  a  los  hechos  acreditados  (causa  Rol  82-2009).  Asimismo,  la 

sentencia de reemplazo dictada por la E. Corte Suprema, fallo Rol 7436-
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2009 de  fecha  21 de  abril  de  2022,  vuelve  a  reproducir  el  fallo  en  lo 

concerniente  a  los  hechos.  Por  tanto,  en  la  causa  Asalto  a  la  Patrulla 

Militar, se tiene por acreditado lo siguiente:

“El  d a  17 de  enero  de  1974 efectivos  militares  sacaron desde  laí  

C rcel P blica de la comuna de Quillota a Hugo Hern n Aranda Bruna,á ú á  

Julio Arturo Loo, Manuel Hern n Hurtado Mart nez, Osvaldo Manzanoá í  

Cort s, ngel Mario D az Castro y V ctor Enrique Fuenzalida Fuenzalida,é Á í í  

-dirigentes sindicales, todos militantes o simpatizantes de izquierda-, siendo  

conducidos por ellos al Regimiento de Ingenieros N 2 Aconcagua  donde° “ ”  

quedaron  detenidos;  recinto  en  el  que  ese  mismo  d a  se  presentaroní  

voluntariamente  Pablo Gac Espinoza,  -ex Alcalde de la  ciudad-;  Rub né  

Guillermo Cabezas Pares, -ex Fiscal de la Corporaci n Local de Reformaó  

Agraria (CORA)-, y Levy Segundo Arra o Sancho, -Presidente del Comitñ é  

de Campesinos del sector San Isidro-, tambi n militantes o simpatizantes deé  

partidos pol ticos de izquierda-,  previa citaci n que se les hiciera en susí ó  

domicilios y lugares de trabajo por personal uniformado vestido de civil,  

quedando tambi n detenidos.é

Posteriormente todos ellos, -en las ltimas horas de ese d a o en lasú í  

primeras horas del d a 18 de enero de 1974-, subidos a veh culos que, ení í  

n mero de cuatro y fuertemente custodiados por contingente de Ej rcito, losú é  

trasladar an  a  la  Escuela  de  Caballer a  Blindada,  recinto  al  cual  dichaí í  

columna militar no lleg  debido a que al atravesar ella por el Paso bajoó  

nivel denominado San Isidro, fue objeto de una emboscada  simulada,“ ”  

pues se produjeron explosiones de granadas  y r fagas de metralleta“ ” “ á ” 

desde ambos lados del se alado Paso que alcanzaron a los veh culos que lañ í  

compon an, constituy ndose en el lugar para prestar apoyo, -previa ordení é  

superior-,  personal  de  dotaci n  de  la  referida  Escuela,  apreci ndoseó á  

momentos despu s que uno de stos se incendiaba resultando por un ladoé é  

que,  del  contingente  uniformado,  s lo  uno  result  con  una  lesi n  cuyaó ó ó  

naturaleza no se acredit  y, por otro, de los detenidos, todos en definitivaó  

resultaron fallecidos como consecuencia de las m ltiples lesiones provocadasú  

en  sus  cuerpos  por  proyectiles,  -seg n  concluyeron  los  protocolos  deú  

autopsia de los Sres. Aranda, Loo, Hurtado, Manzano, D az y Fuenzalida-,í  

los cuales fueron conducidos de regreso en algunos de los veh culos queí  
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compon an el convoy hacia el Regimiento del cual hab an salido momentosí í  

antes para ser luego trasladados, siempre por personal militar. En ese lugar,  

se descubri  que uno de ellos no estaba muerto, s lo herido en la balaceraó ó  

del  Paso, quien fue ultimado en un camino cercano momentos despu s,é  

v ctimas  todas  que  el  Gobernador  Militar  entregara  a  sus  respectivosí  

familiares en urnas cerradas y amarradas con alambres de p a, dejando s loú ó  

al descubierto los rostros de cada uno de ellos para su reconocimiento, las  

que luego fueron sepultadas en nichos contiguos en el Cementerio local. Los  

Sres. Gac, Cabezas y Arra o fueron vistos por ltima vez en el ya citadoñ ú  

Paso San Isidro, siendo llevados a la Escuela de Caballer a Blindada, dondeí  

fueron ultimados y lanzados a unas fosas para ser retirados en la ma anañ  

del d a siguiente a la ocurrencia de los hechos por un helic ptero que losí ó  

transport  con destino desconocido, manteni ndose vigente dicha situaci nó é ó  

hasta el d a de hoy.í ”

Una de las v ctimas, Osvaldo Mario Manzano Cortes, fue el padre deí  

mis mandantes.

En  este  episodio  caratulado  Asalto  a  la  Patrulla  Militar  se“ ”  

determin  la responsabilidad de los acusados ngel Custodio Torres Rivera,ó Á  

Sergio Carlos Arredondo Gonz lez, Francisco Javier P rez Egert, Leonardoá é  

Quilodr n Burgos y Daniel Javier Walker Ramos como autores del delitoá  

de  secuestro  calificado de:  Rub n Guillermo Cabezas  Pares,  Pablo  Gacé  

Espinoza,  Levy  Segundo  Arra o  Sancho,  V ctor  Enrique  Fuenzalidañ í  

Fuenzalida,  Manuel  Hern n  Hurtado  Mart nez,  Hugo  Hern n  Arandaá í á  

Bruna, ngel Mario D az Castro, Osvaldo Mario Manzano Cort s y ArturoÁ í é  

Julio Loo Prado, por los il citos acaecidos el 18 de enero de 1974 en lasí  

cercan as de la ciudad de Quillotaí .”

Sostiene  que  el  delito  mencionado,  adem s  de  sus  consecuenciasá  

penales, generan efectos civiles, consistentes en la obligaci n de reparar a lasó  

v ctimas y a sus familiares, responsabilidad civil que recae sobre el Estadoí  

de Chile.

Refiere que los hechos sucintamente relatados configurar an el delitoí  

de  secuestro  calificado  y  funda  su  pretensi n  en  el  hecho  de  que  seó  

encuentra acreditado, en autos, que el il cito fue perpetrado por agentes delí  

Estado, espec ficamente por funcionarios del Ej rcito, que actuaron dentroí é  
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de una pol tica sistem tica de violaci n de derechos humanos implementadaí á ó  

por el gobierno de la poca en contra de sus adversarios pol ticos, en la cualé í  

la  detenci n  y  posterior  desaparici n  y/o  ejecuci n  de  personas,  sinó ó ó  

perjuicio de otros cr menes, constituyeron una pr ctica habitual. El secuestroí á  

calificado de don Osvaldo Mario Manzano Cortes se llev  a cabo lejos deó  

toda legalidad y los hechores actuaron siempre amparados por el gobierno 

de  facto  y  haciendo  una  serie  de  maniobras  que  tend an  a  ocultar  laí  

perpetraci n de los il citos.ó í

Agrega que el Estado de Chile, motu proprio, habr a reconocido suí  

responsabilidad en estos hechos en forma expresa a trav s del Informe de laé  

Comisi n  Nacional  de  Verdad  y  Reconciliaci n  ( Comisi n  Rettig ),ó ó “ ó ”  

Volumen I, Tomo 2, p ginas 494-496, en la que se establece: á “Ejecuci n enó  

Quillota. El d a 18 de enero de 1974, seis destacados dirigentes de Quillotaí  

fueron ejecutados por personal de la Escuela de Caballer a de dicha ciudad:í

V ctor  Enrique  Fuenzalida  Fuenzalida,  35  a os,  jefe  delí ñ  

Departamento T cnico de la Corporaci n de la Reforma Agraria (CORA)é ó  

de  Quillota  y  secretario  provincial  del  Partido  Comunista,  se  presentó  

voluntariamente a la Fiscal a Militar de Quillota el 15 de septiembre deí  

1973, luego de ser llamado por un bando militar, quedando detenido en el  

acto.

Manuel  Hern n  Hurtado  Mart nez.  35  a os.  empleado  de  laá í ñ  

Tesorer a de Quillota,  secretario local  del  Partido Socialista,  se presentí ó  

voluntariamente  a  la  Comisar a  de  Carabineros  de  Quillota  el  18  deí  

septiembre de 1973 por haber recibido en su domicilio una citaci n deó  

dicha Unidad Policial, quedando detenido en el acto.

Osvaldo Mario Manzano Cortez, 32 a os, obrero textil,  presidenteñ  

del  Sindicato  de  Ray n  Said,  militante  del  Movimiento  de  Izquierdaó  

Revolucionaria (MIR),  fue detenido el  17 de septiembre en su lugar de  

trabajo  por  efectivos  militares  de  una  de  las  Unidades  acantonadas  en  

Quillota.

Julio Arturo Loo Prado, 27 a os, obrero textil, secretario del Comitñ é  

de Producci n de Ray n Said, militante comunista, fue detenido el 17 deó ó  

septiembre  de  1973,  cuando  s  present  voluntariamente  a  una  de  lasó  

unidades militares de Quillota.
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ngel  Mario  Diaz  Castro,  dirigente  poblacional,  41  a os,  obreroÁ ñ  

textil,  fue  detenido el  11 de septiembre  de 1973 por  efectivos  militares  

acantonados en Quillota.

Hugo Hern n Aranda Bruna, 30 a os, soltero, agricultor, dirigenteá ñ  

vecinal. Se ignora la fecha exacta de su detenci n, probablemente ocurridaó  

en la segunda quincena de septiembre. Se acredit  que Aranda permaneció ó  

recluido en los mismos recintos de detenci n que el resto de los ejecutados.ó

Seg n  la  versi n  oficial  emitida  por  el  Gobernador  Militar  delú ó  

Departamento de Quillota, el fallecimiento de todos ellos se produjo a ra zí  

de un asalto extremista dirigido en contra de la patrulla militar que los  

trasladaba entre la Escuela de Caballer a y el Regimiento de Ingenieros deí  

Quillota.  Aprovechando  dicha  acci n,  los  prisioneros  habr an  intentadoó í  

fugarse, por lo que debieron ser dados de baja, pero dos de ellos habr aní  

logrado escapar. Hasta la fecha, ambos permanecen desaparecidos:

Pablo  Gac  Espinoza,  43  a os,  alcalde  de  Quillota  y  militanteñ  

socialista.  Por  disposici n  de  las  nuevas  autoridades,  deb a  concurrir  aó í  

firmar a la Fiscal a Militar de Quillota, lo que hac a peri dicamente. Fueí í ó  

detenido el 17 de enero de 1974 por efectivos militares de la localidad.

Rub n  Guillermo  Cabezas  Parez,  46  a os,  abogado,  Fiscal  de  laé ñ  

Corporaci n de Reforma Agraria (CORA) de Quillota, militante comunista,ó  

fue detenido en su oficina particular el 17 de enero de 1974, en presencia  

de testigos, y trasladado a una de las unidades militares de Quillota.

La Comisi n no pudo aceptar la versi n oficial, y se form  convicci nó ó ó ó  

de que los ocho prisioneros fueron ejecutados por los agentes del Estado  

que los manten an bajo su custodia, quienes violaron sus derechos humanos.í  

Fundamentan esta convicci n las circunstancias que siguen:ó

 No es veros mil que haya sido necesario dar muerte a todos los• í  

afectados para evitar su presunta huida, puesto que iban desarmados y bajo  

fuerte vigilancia militar.

 Varios  detenidos  se  hab an  presentado  voluntariamente  ante  las• í  

autoridades militares, por lo que no parece coherente que intentaran darse  

a la  fuga.  Incluso,  algunos  de ellos  hab an hecho contacto con algunosí  

abogados para ser defendidos en el proceso que se hab a dicho se instruir aí í  

en su contra.
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 El  presunto  ataque extremista  habr a  ocurrido en  un lugar  que• í  

contaba con una fuerte vigilancia armada por su car cter estrat gico. á é

Tampoco  es  veros mil  que  un  ataque  de  tal  naturaleza  pudiereí  

haberse  intentado  en  horas  de  toque  de  queda  y  no  se  haya  logrado  

capturar a ninguno de los asaltantes. Por lo mismo, no es cre ble que losí  

supuestos pr fugos no hayan sido habidos.ó

 Ning n  extremista  de  los  que  supuestamente  atac  la  patrulla• ú ó  

result  muerto o herido; en cambio, seis de los detenidos resultan muertos.ó  

Tampoco resulta muerto ninguno de los miembros de la patrulla. El parte  

militar  s lo  se ala  la  existencia  de  un  efectivo  herido  leve,  lo  que  noó ñ  

concuerda con la supuesta violencia del ataque seg n est  descrito en elú á  

comunicado oficial.

 Tampoco  resulta  veros mil  que  dos  personas  destacadas  y  bien• í  

conocidas en la zona, Pablo Gac, alcalde de Quillota, y Rub n Cabezas,é  

prestigiado abogado y Fiscal de la Corporaci n de la Reforma Agraria deó  

esa ciudad, hayan sido los nicos sobrevivientes y hayan podido y queridoú  

darse a la  fuga,  sobre todo teniendo en cuenta que ambos hab an sidoí  

detenidos el mismo d a, sin haber presentado la menor resistenciaí .”

A ade que, como consecuencia directa del secuestro calificado de suñ  

padre,  secuestro  que  termin  con  la  ejecuci n  del  mismo,  los  actoresó ó  

habr an  sufrido  un  profundo  da o  moral  que  se  ha  traducido  en  uní ñ  

perjuicio irreparable de ndole subjetivo.í

Expone que la p rdida de un padre es siempre un hecho doloroso,é  

pero  lo  es  a n  m s  cuando  es  producto  de  una  violencia  irracional,ú á  

aplicada, tal cual ocurre con las situaciones en comento, como un castigo a 

quienes eran adherentes al proyecto pol tico que representaba el gobiernoí  

del presidente Salvador Allende. La forma aleve y con ensa amiento en queñ  

Osvaldo Mario Manzano Cortes fue detenido,  torturado y ejecutado, así 

como la imposibilidad de expresar y compartir el dolor, puesto que eran 

v ctimas  de  la  represi n  del  Estado;  la  impunidad  de  los  autores  -cuyaí ó  

identidad de algunos se conoci  poco despu s de producidos los hechos-; laó é  

imposibilidad durante muchos a os de acceder a la justicia ya que el Estadoñ  

utiliz  a  su  arbitrio  distintos  medios  para  impedir  que  se  acreditaraó  

legalmente  la  verdad de lo  sucedido,  ya  que las  autoridades  sostuvieron 
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oficialmente que las v ctimas hab an intentado fugarse, versi n que se haní í ó  

establecido judicialmente como falsa; la violenta e irrecuperable ruptura de 

los lazos afectivos y el efecto traum tico de la misma, son algunas de lasá  

situaciones que habr an significado un dolor permanente a las demandantes.í

Las actoras, do a Yanet, do a Paola y do a Sandra, todas de apellidoñ ñ ñ  

Manzano Kasis, habr an sufrido un da o irreparable, ya que su padre fueí ñ  

detenido cuando ellas aun eran ni as peque as (cinco a os, tres a os y seisñ ñ ñ ñ  

meses respectivamente), vi ndose enfrentadas a una realidad que alterar aé í  

sus vidas para siempre. Desde el momento de la detenci n de su padre, eló  

d a 5 de  septiembre  de 1973,  su  realidad familiar  habr a cambiado,  deí í  

repente ya no podr an disfrutar de la compa a de un padre cari oso y lasí ñí ñ  

nicas ocasiones en que podr an verlo era en las visitas en la c rcel, lasú í á  

cuales  eran escasas  y  nunca de suficiente  duraci n.  Adem s de  esto,  suó á  

realidad  econ mica  tambi n  se  vio  afectada,  ya  que  Osvaldo  era  eló é  

proveedor principal de su n cleo familiar.ú

Manifiesta que el 17 de enero de 1974, luego de estar meses detenido, 

fue ejecutado don Osvaldo, lo que habr a impactado tan fuertemente en laí  

madre de las actoras,  que se vio en la necesidad de abandonar el  pa sí  

rumbo a Mendoza. La ya dif cil situaci n se vio agudizada, ya no contabaní ó  

con ninguno de sus padres y adem s fueron separadas, ya que do a Yanet yá ñ  

do a Paola viv an con una t a materna, mientras que do a Sandra viv a conñ í í ñ í  

sus abuelos paternos.

Narra  que  todos  estos  cambios  repentinos  en  una  edad formativa 

impactaron fuertemente en la vida de las hermanas, quienes pasaron de 

vivir  en  una  familia  constituida  y  cari osa,  a  perder  a  ambos  padres,ñ  

primero a su padre que fue ejecutado y luego a su madre que se tuvo que ir 

del pa s. No solo esto, si no que fueron separadas, perdiendo todo sentidoí  

de estabilidad en sus vidas y la compa a de los v nculos m s importantesñí í á  

que se tienen en la ni ez.ñ

Relata que estima que el da o moral sufrido deber a ser avaluado enñ í  

una  cantidad  no  inferior  a  los  $300.000.000  para  cada  una  de  las 

demandantes.

Refiere que don Osvaldo Mario Manzano Cortes fue afectado en el 

derecho fundamental y primario a la vida por el Estado, con el consiguiente 
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da o moral para su familia, tiene sta derecho a una reparaci n la que debeñ é ó  

implicar  el  restablecimiento  de  la  verdad  y  la  indemnizaci n  de  losó  

perjuicios  sufridos.  Si  bien  es  cierto  que  con  una  indemnizaci n  noó  

recuperaran a su ser querido, s  es posible evaluar pecuniariamente el da oí ñ  

moral sufrido por lo que estima ajustada a derecho y justicia la suma antes 

indicada.

Invoca para su pretensi n lo previsto en la Constituci n Pol tica deó ó í  

1925,  las  Actas  Constitucionales,  art culos  2 ,  4 ,  5 ,  6 ,  7 ,  38  de  laí ° ° ° ° °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica; 4, 42 y 44 de la Ley N 18.575; 1.1 yó í ú °  

63.1  de  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos;  27  de  laó  

Convenci n de Viena; alegando que la indemnizaci n debe ser proporcionaló ó  

al da o provocado, cierta y real.ñ

Cita una serie de jurisprudencia de la Excelent sima Corte Suprema,í  

que avalar a su pretensi n.í ó

Indica que se dar an todos los presupuestos que obligan al Estado aí  

indemnizar los perjuicios causados, existiendo un da o moral; una acci n deñ ó  

agentes del Estado; un nexo causal; y no existen causales de justificaci n queó  

eximan al Estado de su responsabilidad.

Con fecha 10 de agosto de 2023, al folio 9, contesta la demanda el 

Fisco de Chile, solicitando su rechazo, con costas, o en subsidio, se rebaje 

sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido, con fundamento, en 

primer lugar, en la excepci n de reparaci n integral, por haber resultado yaó ó  

indemnizadas  las  actoras,  dado  que,  conforme  al  mbito  de  la  llamadaá  

justicia transicional, se establecieron medios de reparaci n.ó

 La  Ley  19.123  estableci  una  pensi n  vitalicia  para  el  c nyugeó ó ó  

sobreviviente,  la  madre  del  causante  o el  padre de  ste  cuando aquellaé  

faltare o renunciare, la madre de los hijos de filiaci n no matrimonial deló  

causante o el padre de stos cuando aquella fuere la causante y los hijosé  

menores de 25 a os, o discapacitados de cualquier edad. En una primerañ  

etapa,  esta  pensi n  ascendi  a  la  cantidad de $140.000,  mensuales.  Sinó ó  

embargo, luego de varias negociaciones se acord  aumentar su monto. Taló  

como se  indic  en  el  proyecto  de  ley  que  establecer a  esa  reforma,  seó í  

buscaba con l avanzar hacia un punto de m ximo acuerdo, de m ximaé “ á á  

verdad, de m xima justicia,  de m xima reparaci n .  Dicho proyecto dioá á ó ”  
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lugar a la ley 19.980 y de conformidad al art. 2  de esa norma, el monto de°  

la pensi n se increment  a contar del 1 de diciembre de 2004 en un 50%.ó ó  

A dicha suma debe a ad rsele el porcentaje equivalente a la cotizaci n deñ í ó  

salud. Sin dicha cotizaci n de salud, el monto actual de la pensi n para eló ó  

grupo familiar asciende a la suma de $210.000, mensuales.

Asimismo,  el  Estado  ha  desembolsado  a  diciembre  de  2019,  en 

concepto de Pensiones:  la suma de $247.751.547.837, como parte de las 

asignadas por la Ley 19.123 (Comisi n Rettig) y de $648.871.782.936, comoó  

parte de las asignadas por la Ley 19.992 (Comisi n Valech); Bonos: la sumaó  

de $41.910.643.367,  asignada por la  Ley 19.980 (Comisi n Rettig)  y  deó  

$23.388.490.737,  por  la  ya  referida  Ley  19.992;  Desahucio  (Bono 

compensatorio): la suma de $1.464.702.888.- asignada por medio de la Ley 

19.123, Bono Extraordinario (Ley 20.874): la suma de $23.388.490.737, en 

consecuencia, a diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la sumaí  

total de $992.084.910.400.

Agrega  que,  desde  una  perspectiva  indemnizatoria,  y  tal  como se 

indic  en la historia de la Ley 19.123, una pensi n mensual es tambi n unaó ó é  

forma de reparar un perjuicio actual y, aunque ella comporte una sucesi nó  

de  pagos  por  la  vida  del  beneficiario,  ello  no  obsta  a  que  podamos 

valorizarla para poder saber cu l fue su impacto compensatorio.á

A ade que, el c lculo de los efectos indemnizatorios de una pensi nñ á ó  

vitalicia puede realizarse simplemente sumando las cantidades pagadas a la 

fecha, como asimismo las mensualidades que todav a quedan por pagar.í

Adiciona que el  impacto indemnizatorio  de este  tipo de pensiones 

ser a  bastante  alto.  Ellas  ser an,  como  se  ha  entendido  de  maneraí í  

generalizada, una buena manera de concretar las medidas que la justicia 

transicional  exige  en  estos  casos  obteni ndose  con  ello,  compensacionesé  

razonables que est n en coherencia  con las  fijadas por los  tribunales  ená  

casos de p rdidas culposas de familiares.é

Refiere que adem s de la indicada pensi n, tanto la Ley 19.123 comoá ó  

la  19.980  consagran  otras  transferencias  directas  de  dinero  que  se  han 

creado con id nticos fines reparatorios. En primer lugar, y de conformidadé  

al art culo 23 de la Ley 19.123, se entreg  a los familiares de las v ctimasí ó í  

una  bonificaci n  compensatoria  de  un  monto  nico  equivalente  aó ú  doce 
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meses  de  pensi n.  Para  el  caso  que  se  solicite  hoy,  por  ejemplo,  esaó  

compensaci n equivaldr a a $2.520.000.ó í

Expone que, en la misma l nea, la Ley 19.980 otorg , por una solaí ó  

vez, un bono de reparaci n de $10.000.000, para los hijos del causante queó  

nunca recibieron la pensi n mensual de reparaci n, y por la diferencia queó ó  

corresponda para aquellos que la recibieron, pero han dejado de percibirla.

Finalmente,  los  hijos  de los  causantes  que se encuentren cursando 

estudios media jornada tendr n derecho a un subsidio mensual equivalenteá  

a 1.4 UTM, esto es, al d a actual $94.798.í

Agrega  que  se  concedieron  otros  derechos,  como  gratuidad  en 

prestaciones m dicas otorgadas por el Programa de Reparaci n y Atenci né ó ó  

Integral de Salud (PRAIS), en los servicios de salud del pa s, con la solaí  

inscripci n en la correspondiente oficina, cuyo programa cuenta con equipoó  

de  salud  especializado  y  multidisciplinario  de  atenci n  exclusiva  a  losó  

beneficiarios del programa, que incluye apoyo t cnico y rehabilitaci n f sica;é ó í  

cuyo presupuesto, el a o 2020, alcanz  a la cantidad de M$6.543.883; en elñ ó  

mbito educacional, se concedieron becas de estudios superiores y gratuidadá  

en educaci n b sica y media; en este sentido, al 31 de diciembre de 2015ó á  

los desembolsos asumidos por el Estado de Chile, invocando los beneficios o 

becas, respecto a los familiares de las v ctimas de DDHH, como alumnos deí  

Universidades,  Institutos  Profesionales  y  Centros  de  Formaci n  T cnicaó é  

ascienden a $90.977.774.148. 

Indica que lo anterior, es sin perjuicio, de las reparaciones simb licas,ó  

como actos positivos de reconocimiento, dirigidos esencialmente, a reducir el 

da o  moral  padecido  por  las  v ctimas  de  violaciones  a  los  derechosñ í  

humanos, como lo son un memorial en el Cementerio General en Santiago; 

el establecimiento del D a Nacional del Detenido Desaparecido, fijado paraí  

el 30 de agosto de cada a o; la construcci n del Museo de la Memoria y losñ ó  

Derechos Humanos; establecimiento del Premio Nacional de los Derechos 

Humanos; y la construcci n de diversos memoriales y obras a lo largo deló  

pa s, todo lo cual ha implicado grandes gastos econ micos del Estado.í ó

Expresa  que  la  Corte  Interamericana  de  Justicia  ha  valorado  el 

esfuerzo del Estado de Chile, en su pol tica de reparaci n de violaciones aí ó  
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los derechos humanos e, incluso, ha rechazado pretensiones indemnizatorias 

de personas que ya han recibido beneficios del Estado por ese motivo.

Alega  que,  por  lo  dem s,  resultar a  incompatible  la  pretensi ná í ó  

indemnizatoria del actor, con los beneficios establecidos en la Ley N 19.123.°

Opuso, adem s, en subsidio, la excepci n de prescripci n extintiva deá ó ó  

la acci n deducida, la que sustent  en lo previsto en el art culo 2332 deló ó í  

C digo  Civil,  en  relaci n  al  art culo  2497  del  mismo  cuerpo  legal,ó ó í  

considerando que a n, pudiendo entenderse suspendida la acci n durante laú ó  

dictadura militar, por imposibilidad de la v ctima de poder ejercer dichaí  

acci n, igualmente desde la restauraci n de la democracia a la fecha deó ó  

notificaci n  de  la  demanda  producida  el  20  de  julio  de  2023,  habr aó í  

transcurrido en exceso el plazo de prescripci n, como tambi n, el plazo deó é  

extinci n ordinaria del art culo 2515 del C digo Civil.ó í ó

Expresa que la imprescriptibilidad es una cuesti n extraordinaria yó  

requiere,  siempre,  de  declaraci n  expl cita,  que  en  el  caso  no  existir a,ó í í  

adem s,  que la indemnizaci n,  en caso alguno, puede tener  un car cterá ó á  

punitivo, ni de desigualdad, precisando que ninguno de los  instrumentos 

internacionales  de derechos  humanos  aludidos por  el  actor establecen la 

imprescriptibilidad de acciones  patrimoniales  derivadas de delitos  de lesa 

humanidad,  ni  proh ben  la  aplicaci n  del  derecho  interno,  citando  yí ó  

reproduciendo al efecto un fallo de la Corte Suprema de unificaci n deó  

jurisprudencia, de 21 de enero de 2013.

Alega,  por  otra  parte,  que  la  indemnizaci n  pretendida  resultar aó í  

excesiva,  la  cual  no  puede  constituir  una  fuente  de  lucro  o  ganancia, 

debiendo el tribunal, en subsidio, regular el da o moral, considerando losñ  

pagos ya recibidos del Estado.

En cuanto al pago de reajustes e intereses,  hizo presente que solo 

proceder an una vez que la sentencia se encuentre  firme y ejecutoriada,í  

dado que solamente en esa poca se establecer a la obligaci n.é í ó

Con  fecha  30  de  agosto  de  2023,  al  folio  13,  replica  el  actor, 

reiterando  lo  expresado  en  su  demanda  y  se alando,  respecto  de  lañ  

excepci n de reparaci n integral, que el hecho de haber obtenido pensionesó ó  

de reparaci n con arreglo a las Leyes Nro. 19.123 y Nro. 19.980 por parteó  
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de  algunos  familiares,  no  es  bice  para  que  se  indemnice  mediante  unó  

monto fijado por un tercero imparcial, que es un Tribunal de la Rep blica.ú

Sostiene que la pretensi n del Fisco de Chile resulta irreconciliableó  

con  la  normativa  internacional  ya  se alada  en  la  demanda,  porque  elñ  

derecho com n interno s lo es aplicable cuando no contradice el derechoú ó  

internacional, en materias de graves violaciones a los derechos humanos y 

de cr menes de lesa humanidad. í

Asegura  que  la  excepci n  interpuesta  por  el  Fisco  consagrar a  unó í  

r gimen  de  pensiones  asistenciales,  que  no  ser a  de  ninguna  maneraé í  

incompatible con la indemnizaci n perseguida, ya que estas reparaciones noó  

dan  cabida  para  reparar  todo  el  da o  que  se  les  ha  ocasionado  a  lasñ  

v ctimas. í Por otra parte, no se habr a establecido en las respectivas leyesí  

ya  mencionadas,  ning n  r gimen  de  incompatibilidad  con  lasú é  

indemnizaciones judiciales, ni mucho menos que su aceptaci n implique unaó  

renuncia a las acciones judiciales correspondientes.

Refiere que en cuanto a la prescripci n, reiter  su alegaci n de laó ó ó  

supuesta imprescriptibilidad de la acci n civil deducida, precisando la acci nó ó  

tendr a  car cter  constitucional,  conforme  los  tratados  internacionalesí á  

ratificados por Chile.

Precisa que no resultan aplicables a estos efectos las reglas del C digoó  

Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunes de indemnizaci n deó ó  

perjuicios, en consecuencia, pretender aplicar las disposiciones del C digoó  

Civil a la responsabilidad derivada de cr menes de lesa humanidad posiblesí  

de cometer con la activa colaboraci n del Estado, como derecho com nó ú  

supletorio a todo el ordenamiento jur dico, hoy resulta improcedente.í

Afirma que, respecto de la prescripci n de las acciones de reparaci nó ó  

por violaciones a los derechos humanos, debe aplicarse el derecho p blicoú  

como el derecho internacional.

Por ltimo, respecto del monto demandado, reiter  lo expresado en suú ó  

demanda,  se alando  que  el  tribunal  fija  el  monto  definitivo,  haciendoñ  

presente que stos  se habr an aumentado en el  tiempo, por los  diversosé í  

tribunales; y que los reajustes e intereses, tambi n, ser n determinados poré á  

el tribunal respecto de su exigibilidad.
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Con  fecha  12  de  septiembre  de  2023,  al  folio  16,  duplica  la 

demandada, reiterando lo expresado en su contestaci n y aludiendo a unaó  

sentencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  de  21  de  enero  de  2013  y 

reproduciendo sentencia  dictada por la  referida  Corte,  con fecha 16 de 

marzo de 2016, respectivamente.

Con fecha 12 de diciembre de 2023, al folio 20, se recibi  la causa aó  

prueba, rindi ndose la que obra en autos.é

Con fecha 19 de julio de 2024, al folio 47, se cit  a las partes para o ró í  

sentencia.

CONSIDERANDO.

PRIMERO:  Que,  don  Boris  Paredes  Bustos,  abogado,  en 

representaci n de do a Yanet Manzano Kasis, do a Paola Manzano Kasis,ó ñ ñ  

y do a Sandra Manzano Kasis, interpone demanda de indemnizaci n deñ ó  

perjuicios por Responsabilidad Extracontractual del  Estado en contra del 

Fisco de Chile, por los da os ocasionados a las demandantes por los hechosñ  

indicados  respecto  a  la  detenci n  y  asesinato  de  su  padre  por  distintosó  

miembros de las Fuerzas Armadas del Estado de Chile, y se condene al 

Fisco de Chile a pagar la suma de $300.000.000, por concepto de da oñ  

moral a cada una de las demandantes, o la suma que el tribunal estime 

ajustada  a  derecho  en  consideraci n  al  da o  provocado,  con  reajustes,ó ñ  

intereses y costas.

Funda su pretensi n en los argumentos de hecho y fundamentos deó  

derechos relatados latamente en lo expositivo del presente fallo.

SEGUNDO:  Que  han  resultado  hechos  no  controvertidos  en  el 

proceso,  aceptados  por  ambas  partes,  que  el  padre  de  las  actoras,  don 

Osvaldo Manzano Cort s, fue efectivamente, una v ctima de violaci n deé í ó  

derechos humanos durante el desarrollo de la Dictadura Militar, y que el 

Estado  ha  efectuado  acciones  de  reparaci n,  mediante  pensionesó  

asistenciales y simb licas.ó

Por  su  parte,  se  encuentra  controvertido  el  hecho  de  encontrarse 

todas ya reparadas integral y satisfactivamente.

Asimismo,  se  encuentra  controvertido  el  hecho  de  encontrarse 

prescrita la acci n de autos.ó
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TERCERO: Que el Fisco deduce excepci n de improcedencia de laó  

indemnizaci n  demandada,  por  haber  sido  ya  reparadas  las  actorasó  

correspondientes a las hijas de don Osvaldo Manzano Cortez, v ctima deí  

cr menes de lesa humanidad, alegando que la indemnizaci n solicitada ení ó  

autos se desenvuelve en el marco de infracciones a los Derechos Humanos, 

cuya comprensi n se da en el mbito de la llamada Justicia Transicional ,ó á “ ”  

tanto en el Derecho Interno como en el Internacional. 

Refiere que los beneficios pecuniarios al amparo de la ley N 19.992 yº  

sus  modificaciones,  y  que  respecto  de  las  demandantes  han  recibido 

reparaciones satisfactivas,  los que, no obstante haber sido descartados de 

pagos directos en dinero, se les consider  en diversos desagravios de car cteró á  

simb lico y en programas, especialmente de salud, para reparar el  da oó ñ  

moral, de manera que los ya referidos mecanismos de reparaci n, al haberó  

compensado precisamente aquellos da os, no pueden, por ello, ser exigidosñ  

nuevamente.

CUARTO: Que la discusi n esencial del pleito judicial ha rondadoó  

en cuanto a si las acciones de reparaci n efectuadas por el Estado habr anó í  

sido suficientes para reparar el da o sufrido por las actoras; en s  la acci nñ í ó  

deducida  se  encontrar a  prescrita;  como  tambi n,  en  s  la  pretensi ní é í ó  

indemnizatoria de las demandantes resultar a desproporcionada, relacionadoí  

ello con la extensi n que habr a tenido el da o moral que padecieron lasó í ñ  

actoras.

QUINTO: Que el actor rindi  la siguiente prueba a fin de justificaró  

sus argumentos: 

Documental:

1) Certificados de nacimiento de do a Yanet Manzano Kasis; do añ ñ  

Paola Manzano Kasis, y do a Sandra Manzano Kasis, agregados al folio 1.ñ

2) Copia de las sentencias de primera instancia y segunda instancia y 

sentencia de la E. Corte Suprema, causa Asalto a la Patrulla Militar de 

Quillota, agregados al folio 1.

3)  Copia  digital  de  Certificado  de  Matrimonio  entre  don  Luis 

Domingo Lillo Vega y do a Ana Albertina Araya Estrada, que acredita suñ  

calidad de c nyuges, agregado al folio 1.ó
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4) Noticia del diario El observador  publicada el 17 de enero de“ ”  

2024  (link  https://www.observador.cl/quillota-con-caminata-y-acto-

recordaran-a-las-victimas-del-falso-asalto-a-la-patrulla/)  donde  constan  las 

conmemoraciones que se realizar n este a o por el episodio (falso) Asalto aá ñ  

la Patrulla Militar, agregada al folio 25.

5) Set de fotograf as de la conmemoraci n, agregada al folio 25.í ó

6)  Fotograf as  de  murales  realizados  este  a o  de cada uno de  losí ñ  

desaparecidos  y  torturados  bajo  el  puente  donde  fueron  ejecutados, 

agregada al folio 25.

7) Auto de procesamiento de fecha 10 de julio de 2003, agregado al 

folio 26.

8) Auto de procesamiento de fecha 27 de enero de 2004, agregado al 

folio 26.

9) Acusaci n de fecha 05 de agosto de 2004, agregada al folio 26.ó

10)  Sentencia  primera  instancia  de  fecha  27 de  octubre  de  2008, 

agregada al folio 26.

11) Sentencia condenatoria segunda instancia de fecha 25 de agosto 

de 2009, agregada al folio 26.

12) Sentencia Corte Suprema de fecha 21 de abril de 2011, agregada 

al folio 26.

13) Informe de evaluaci n de da o elaborado por el programa PRAISó ñ  

respecto de Yanet Manzano Kasis, agregado al folio 27.

14) Informe de evaluaci n de da o elaborado por el programa PRAISó ñ  

respecto de Paola Manzano Kasis, agregado al folio 27.

15) Informe de evaluaci n de da o elaborado por el programa PRAISó ñ  

respecto de Sandra Manzano Kasis, agregado al folio 27.

16)  Certificados  de  nacimiento  de  Yanet,  Paola  y  Sandra,  todas 

apellidadas Manzano Kasis, agregados al folio 27.

17)  Tomo  II  del  Volumen  I  del  Informe  Rettig,  (relato  de  estos 

hechos p ginas 494 a 496), agregado a los folios 28, 29 y 30.á

Documentos  agregados  legalmente  a  los  autos  y  no  objetados  de 

contrario.

Audiovisual:
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Agregada al folio 24, mediante pendrive dejado en la custodia del 

tribunal,  el  que  fue  incorporado  a  los  autos  mediante  audiencia  de 

percepci n documental, efectuada con fecha 3 de julio de 2024, al folio 41.ó

La prueba consisti  en dos videos denominados: Sinopsis del Archivoó “  

Oral Quillota, enero 1974: Montaje Asalto a la Patrullados ; y un video que”  

contienen la declaraci n de do a Yanet Manzano, a o 2013, instrumentaló ñ ñ  

no objetada de contrario. 

SEXTO: Que, por su parte, la demandada rindi  la siguiente pruebaó  

documental  para  justificar  sus  defensas  o  desvirtuar  los  argumentos  y 

pruebas del actor:

Copia del oficio ORD: DSGT N 4792-16915, de fecha 11 de octubre°  

de 2023, remitido por el IPS, agregado legalmente a los autos con fecha 11 

de octubre de 2023, al folio 18, no objetado.

S PTIMOÉ :  Que,  as  las  cosas,  corresponde valorar  las  probanzasí  

rendidas  por  las  partes,  la  que  se  ha  limitado  a  instrumentos.  En  este 

sentido, no se registran impugnaciones, fundadas en causal legal, respecto de 

ninguno de  los  que  fueron  puestos  en  conocimiento  de  la  contraria,  ni 

alegaciones  respecto  de  las  virtudes  formales  de  los  p blicos.  Enú  

consecuencia,  se  reconoce  pleno  valor  probatorio  a  los  instrumentos 

se alados, seg n su naturaleza, y se tienen como instrumentos p blicos enñ ú ú  

juicio, los que tengan dicha naturaleza.

OCTAVO: Que conforme a los hechos reconocidos por las partes, se 

debe tener como hechos justificados en el proceso, la veracidad de haber 

sido don  Osvaldo Manzano Cortez, un prisionero pol tico y ejecutado delí  

r gimen  militar  en  dictadura,  producido  con  posterioridad  al  11  deé  

septiembre de 1973, y v ctima de violaci n a los derechos humanos, y queí ó  

resulta  efectivo,  tambi n,  que  las  actoras  han  sido  beneficiadas  coné  

reparaciones de parte del  Estado, por su calidad de hijas de v ctima deí  

delitos  de  lesa  humanidad,  recibiendo,  al  menos,  ciertas  pensiones 

asistenciales, lo cual se desprende del oficio remitido por el IPS, agregado 

legalmente a los autos con fecha 11 de octubre de 2023, al folio 18, no 

objetado.

NOVENO:  Que previo a verificar si se dan los presupuestos para 

acceder a la responsabilidad extracontractual del Estado, por acciones de sus 
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agentes, deber  revisarse si se dan los presupuestos legales para acceder a laá  

primera defensa argumentada por el Fisco de Chile, esto es, la excepci n deó  

reparaci n integral deducida.ó

D CIMO:É  Que la excepci n de reparaci n integral e improcedenciaó ó  

de  la  indemnizaci n,  deducida  por  la  demandada  se  ha  sustentado,ó  

esencialmente,  en haberse producido una reparaci n del  da o moral  deló ñ  

actor por dicha parte, conforme a lo previsto en la Ley N 19.123, y en que°  

las  actoras  habr an  recibido,  puntualmente,  beneficios  de  dicha  Ley,  así í 

como de la Ley N 19980, adem s, de beneficios en derecho de gratuidad en° á  

prestaciones m dicas, seg n Ley N 19.234, otorgadas por el Programa deé ú °  

Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS), en todos los servicios deó ó  

salud p blicos del pa s, que comprenden profesionales de atenci n exclusiva;ú í ó  

beneficios educacionales, consistentes en becas para la v ctima, para un hijoí  

o  para  un  nieto  de  aquel;  y  beneficios  de  vivienda,  correspondientes  a 

subsidios para tal efecto, los cuales existen, independientemente de si los 

utilizaron.

UND CIMO:É  Que,  conforme el  m rito del  informe remitido poré  

Instituto de Previsi n Social, de fecha 11 de octubre de 2023, agregadoó  

legalmente a los autos con la misma fecha, al folio 18, no objetado, puede 

establecerse por el tribunal, fehacientemente, que las actoras han percibido 

como beneficios de reparaci n de las leyes n meros 19.123 y 19.980, losó ú  

siguientes:

Do a Paola  Manzano  Kasis,  desde  julio  de  1991 a  diciembre  deñ  

1995, las sumas de $1.769.677, por concepto de pensiones Ley N 19.123;°  

de $8.230.323, referido a aporte nico Ley N 19980; $296.472 Bonificaci nú ° ó  

Comp.; de $46.600 por concepto de aguinaldos, siendo el total percibido de 

$10.343.072.

Do a Sandra Manzano Kasis, desde julio de 1991 a diciembre deñ  

1998, las sumas de $4.006.628, por concepto de pensiones Ley N 19.123;°  

de $5.993.372, referido a aporte nico Ley N 19980; $296.472Bonificaci nú ° ó  

Comp.; de $93.144 por concepto de aguinaldos, siendo el total percibido de 

$10.389.616.

Do a Yanet  Manzano Kasis,  desde julio  de 1991 a diciembre  deñ  

1993, las sumas de $792.951, por concepto de pensiones Ley N 19.123; de°  
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$9.207.049, referido a aporte nico Ley N 19980; $296.472 Bonificaci nú ° ó  

Comp.; de $22.300 por concepto de aguinaldos, siendo el total percibido de 

$10.318.772.

DUOD CIMO:É  Que seg n lo previsto en el art culo 2  de la Leyú í °  

N 19.123,  en  su  parte  pertinente,  se  dispone:  ° Le  corresponder“ á  

especialmente a la Corporaci n:ó

1.- Promover la reparaci n del da o moral de las v ctimas a que seó ñ í  

refiere el art culo 18 y otorgar la asistencia social y legal que requieran losí  

familiares de stas para acceder a los beneficios contemplados en esta ley.é ”

De acuerdo con dicha disposici n legal, resulta evidente que el objetoó  

de  las  prestaciones  que  dicha  norma  contempla,  est n  destinadas  a  laá  

reparaci n de las v ctimas de presi n pol tica y tortura, como es el caso deló í ó í  

actor de autos.

D CIMO TRECERO: É  Que de las dem s disposiciones de la citadaá  

Ley N 19.123, que se refiere a la creaci n de la Corporaci n Nacional de° ó ó  

Reparaci n  y  Reconciliaci n  y  que  establece  Pensi n  de  Reparaci n  yó ó ó ó  

otorga  otros  beneficios  en  favor  de  las  personas  que  se ala,  resulta  deñ  

manifiesto el esfuerzo que ha efectuado el Estado de Chile, para reparar, al 

menos en parte, el da o sufrido por las v ctimas de tortura y prisi n pol ticañ í ó í  

durante el r gimen militar, a trav s de la estructuraci n de pensiones y otrosé é ó  

beneficios  para  los  afectados  y  su  grupo  familiar,  como  tambi n,é  

reparaciones  simb licas,  referidas  a  la  memoria  de  los  excesos  y  delitosó  

cometidos en contra  de las  v ctimas de torturas  y prisi n  pol tica de laí ó í  

Dictadura Militar,  como memoriales,  monumentos,  efem rides,  museos yé  

otros.

Cabe agregar que la  estructura y prestaciones  disponibles  para los 

demandantes,  en  materia  de  salud  y  de  forma  preferente,  a  trav s  delé  

programa PRAIS, implican un valor monetario adicional a disposici n deó  

las actoras, independientemente de si estas optan o no por ocuparlos, lo que 

ocurre, tambi n, con los beneficios de educaci n y vivienda.é ó

En todo caso, de los propios informes psicol gicos acompa ados poró ñ  

las actoras, se aprecia, que debido a las consecuencias psicol gicas que hanó  

padecido, comenzaron a tratarse en el programa m dico PRAIS, accediendoé  
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concretamente a una m s de las reparaciones que ha puesto el Estado deá  

Chile a su disposici n.ó

D CIMO  CUARTO:É  Que  conforme  a  lo  asentado 

precedentemente y lo reconocido por las actoras en el proceso, debe tenerse 

por efectiva la reparaci n integral que ha efectuado el Estado con motivoó  

del  asesinato de su padre  de parte  de  agentes  del  Gobierno Militar  en 

Dictadura, reparaci n que de acuerdo a las circunstancias y la capacidadó  

econ mica del Estado de Chile, deber a estimarse suficiente, considerando,ó í  

por una parte, que el dolor infringido a las demandantes, jam s podr  será á  

reparado con suma alguna,  pero  tambi n  por  otro  lado,  que  el  Estadoé  

tambi n  ha  sido  v ctima  de  un  gobierno  de  facto,  que  alter  laé í ó  

institucionalidad,  precisamente,  por  los  rganos  llamados  a  defender  aló  

Estado y a las personas que lo componen. 

A mayor abundamiento, debe considerarse, tambi n, que ha sido elé  

propio  Estado  de  Chile,  el  que  ha  propendido  acciones  para  poder 

establecer quienes han sido v ctimas de delitos de lesa humanidad, duranteí  

el  r gimen  militar,  para  poder,  precisamente,  tratar  de  efectuar  lasé  

reparaciones  que  en  Derecho  corresponden,  bajo  un  procedimiento 

administrativo m s simplificado y que opera bajo el principio de la buena fe,á  

evitando la judicializaci n del establecimiento de la calidad de v ctima deó í  

violaci n a los derechos humanos.ó

D CIMO  QUINTO:É  Que  sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la 

interpretaci n sistem tica de las normas dispuestas por las Leyes 19.123 yó á  

19.992, permite deducir que la bonificaci n de reparaci n instaurada enó ó  

favor de ciertos familiares de ejecutados pol ticos y de v ctimas directas deí í  

delitos de lesa humanidad, constituye un beneficio de car cter social, no unaá  

indemnizaci n del da o moral sufrido por stas, pues, en la determinaci nó ñ é ó  

de su cuant a no se aprecia que se hayan considerado elementos particularesí  

y/o personales de quienes soportaron dicho sufrimiento; requisito esencial a 

la hora de fijar una indemnizaci n que no puede ser entendida sino con laó  

finalidad de reparar o compensar  un perjuicio cierto  y determinado,  no 

existiendo una incompatibilidad entre dichas compensaciones y aquellas que 

leg timamente  y por v a jurisdiccional  pretendan las  v ctimas,  cuando seí í í  

aprecie la existencia de un da o que no ha sido reparado ntegramente. ñ í
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En  consecuencia,  las  Leyes  19.123,  19.992  y  20.874,  no  pueden 

substituir la pretensi n de compensaci n del da o moral soportado por lasó ó ñ  

actoras, a adi ndose que los beneficios conferidos por dichas normas s loñ é ó  

apuntan  a  edificar  pol ticas  asistenciales  del  Estado,  respecto  de  losí  

familiares de las v ctimas o de ellas mismas, sujetas a condiciones objetivas,í  

lo que evidencia que no se trata de una reparaci n total y efectiva del da oó ñ  

sufrido por las v ctimas.í

D CIMO SEXTO:É  Que, como consecuencia de lo razonado en las 

motivaciones  anteriores,  deber  acogerse  parcialmente  la  excepci n  deá ó  

reparaci n  integral,  deducida  por  la  demandada,  por  haber  sido  yaó  

indemnizadas  de  manera  objetiva  las  actoras  en  virtud  de  ello,  en  los 

t rminos expuestos precedentemente, consider ndose dicha reparaci n soloé á ó  

con la finalidad de determinar el  quantum del monto a indemnizar por 

da o moral.ñ

D CIMO  S PTIMO:É É  Que,  sin  perjuicio  de  lo  referido 

precedentemente,  deber  determinarse,  a  continuaci n,  si  se  dan  losá ó  

presupuestos de derecho para poder acoger la excepci n de prescripci nó ó  

opuesta, en forma subsidiaria.

D CIMO OCTAVO:  É Que respecto a la prescripci n de la acci nó ó  

en materia  de derechos  humanos  se  debe considerar,  que el  sistema de 

responsabilidad del Estado deriva de los art culos 6  inciso tercero de laí °  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  3  de  la  Ley  18.575,  Org nicaó í ú ° á  

Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,ó  

preceptos que, de aceptarse la tesis de la defensa, quedar an sin aplicaci n,í ó  

siendo obligatoria su observancia, que por su parte los art culos 1.1 y 63.1í  

de  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  consagran  que  laó  

responsabilidad del Estado por il citos de esta clase, queda sujeta a las reglasí  

de  Derecho Internacional,  las  que  no pueden ser  incumplidas,  ni  hacer 

primar  el  derecho  interno,  dado  que  il citos  imputable  a  un  Estado,í  

surgiendo  de  esa  forma  la  responsabilidad  internacional  de  ste  por  laé  

violaci n de una normas de Derechos Humanos y como consecuencia naceó  

el deber de reparaci n y de cesar los actos de vulneraci n denunciada.ó ó

De esa forma las normas de rango superior imponen un l mite y uní  

deber de actuaci n a los poderes p blicos, y en especial a los tribunales deó ú  
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justicia,  en  tanto  stos  no  pueden  interpretar  los  preceptos  de  derechoé  

interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n las normas de Derechoó  

Internacional  que  consagran  el  derecho  a  la  reparaci n,  pues  elloó  

comprometer a la responsabilidad internacional del Estado de Chile, ya que,í  

el Derecho Internacional, traducido en Convenios y Tratados disposici nó  

constitucional, son vinculantes, como ocurre con la propia Convenci n deó  

Viena sobre Derecho de los Tratados, que se encuentra vigente en nuestro 

pa s desde el 27 de enero de 1980, que establece en su art culo 27 que elí í  

Estado  no  puede  invocar  su  propio  derecho  interno  para  eludir  sus 

obligaciones internacionales, pues de hacerlo comete un hecho il cito queí  

compromete la responsabilidad internacional del Estado.

D CIMO NOVENO:  É Que, se hace necesario destacar que en los 

sucesos  rese ados  y  que  constituyen  el  fundamento  de  la  acci n,ñ ó  

intervinieron agentes del Estado, lo que evidencia una contravenci n a loó  

preceptuado en el art culo 6  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,í ° ó í ú  

que obliga a los rganos del Estado a someter su acci n a ella, a las normasó ó  

dictadas conforme a la misma y al art culo 5  de nuestra Constituci n, ení ° ó  

cuanto el ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a losí ó  

derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; siendo deber de 

aquellos  respetar  y  promover  tales  derechos  garantizados.  Esta  ltimaú  

disposici n constitucional hace posible incorporar al  derecho nacional lasó  

obligaciones contempladas en los instrumentos internacionales, tales como la 

de  indemnizar  ntegramente  los  da os  cometidos  por  violaciones  de  losí ñ  

derechos humanos, la que, en consecuencia, adquiere rango constitucional. 

As  las cosas al tratarse el presente caso de una demanda civil que seí  

sustenta en un delito que, de acuerdo a la conciencia jur dica se denominaí  

de lesa humanidad , se puede concluir que tal calificaci n no s lo trae“ ” ó ó  

aparejada la imposibilidad de amnistiar el il cito y declarar la prescripci ní ó  

de  la  acci n  penal  que  de  l  emana,  sino  que  tambi n  implica  laó é é  

inviabilidad de proclamar la extinci n, por el solo transcurso del tiempo, deló  

derecho de ejercer la acci n civil indemnizatoria derivada del delito cuyaó  

existencia ha sido pac fica, de forma tal que este tipo de il citos, cuya acci ní í ó  

penal persecutoria es imprescriptible, no resulta coherente entender que la 
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acci n  civil  indemnizatoria  est  sujeta  a  las  normas  sobre  prescripci nó é ó  

establecidas en la ley civil interna.

VIG SIMO:É  Que, conforme lo se alado, se concluye que procede lañ  

indemnizaci n que se reclama, atendiendo al contexto en que se verific  eló ó  

delito, esto es, en un momento de extrema anormalidad institucional, en 

que los hechores -agentes del Estado- en representaci n del gobierno de laó  

poca,  como  qued  asentado  en  el  proceso,  ejecutaron  il citos  de  talé ó í  

gravedad, que imponen al Estado de Chile la obligaci n de resarcir el da oó ñ  

causado, tal como se desprende del bloque normativo integrado, entre otros, 

por el Reglamento de La Haya de 1907, el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Pol ticos, la Resoluci n 2005/35, de 19 de abril de 2005 de laí ó  

Comisi n de Derechos Humanos, que en su conjunto consagran el derechoó  

a  buscar  y  conseguir  plena  reparaci n,  incluida  la  restituci n,ó ó  

indemnizaci n,  satisfacci n,  rehabilitaci n  y  garant as  de  no  repetici n,ó ó ó í ó  

imponiendo  tal  resarcimiento  al  respectivo  Estado  que  ha  violado  los 

derechos humanos de sus ciudadanos.

Sin perjuicio de lo anterior, ahora cabe determinar el  quantum  del 

detrimento resultado de las acciones cometidas por los agentes del Estado, 

para lo cual se considera lo complejo de su determinaci n, dado que ning nó ú  

monto podr  resarcir completamente a las ofendidas, ni restablecerlas a laá  

situaci n anterior al acaecimiento de los hechos. ó

Sin  embargo,  la  indemnizaci n  por  da o  moral  es  meramenteó ñ  

satisfactoria, lo que viene a significar que con ella se pretende una ayuda o 

auxilio que le permita a la v ctima atenuar el da o. í ñ

VIG SIMO  PRIMERO:  É Que,  en  relaci n  con  lo  anterior,  haó  

quedado demostrado que las actoras son v ctimas por repercusi n del delitoí ó  

de lesa humanidad de que fue v ctima su padre, puesto que no solo sufrií ó 

privaci n ileg tima de libertad, sino que adem s corresponde a un ejecutadoó í á  

pol tico,  acci n  perpetrada  por  agentes  del  Estado,  en  los  t rminos  yí ó é  

magnitudes  que  se  consignaron  en  este  fallo.  Luego,  la  pretensi nó  

indemnizatoria,  claramente  deriva  de  los  padecimientos  emocionales  que 

han tenido que sobrellevar;  hechos  que  adem s,  no han sido  objeto deá  

contradicci n, dando cuenta del estr s post traum tico de car cter grave yó é á á  

extenso que afecta a las actoras, alteraciones en su salud mental producto de 
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los  acontecimientos  que  debieron  enfrentar  como hijas  de  un  ejecutado 

pol tico; y por lo tanto, conforme a la experiencia cient fica, los menoscabosí í  

permanentes en la salud mental de las v ctimas de este tipo de il citos. í í

VIG SIMO  SEGUNDO:  É Que,  con  todo  lo  se alado,  lañ  

cuantificaci n  del  da o se  har  prudencialmente  por  el  tribunal,  habidaó ñ á  

consideraci n la naturaleza, entidad y extensi n del mismo, teniendo paraó ó  

ello  especialmente  presente,  las  circunstancias  en  que  se  produjeron  los 

hechos, la edad de las actoras a la poca en que fue asesinado su padre; laé  

duraci n y entidad de los padecimientos emocionales sufridos; y los montosó  

judicialmente asignados tanto a las v ctimas directas de violaciones a losí  

derechos  humanos  en  causas  similares,  como  a  los  hijos  y  padres  de 

ejecutados  pol ticos,  en  consecuencia,  encontr ndose  comprobada  laí á  

comisi n del delito de lesa humanidad ejecutado por agentes del Estado enó  

contra  de don Osvaldo Manzano Cortez,  padre de las  demandantes,  la 

circunstancia de los detrimentos morales que estas han sufrido por el hecho 

descrito y teniendo en consideraci n lo dispuesto en los art culos 38 incisoó í  

segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y 4 de la Ley Org nicaó í ú á  

de Bases Generales de la Administraci n del Estado, habiendo nacido laó  

obligaci n del Estado respecto de indemnizar los referidos menoscabos, yó  

atendida la imposibilidad de realizar una medici n objetiva de la intensidadó  

del  dolor  o  merma  en  el  proyecto  de  vida  que  han  padecido  las 

demandantes producto de la p rdida de su progenitor a manos de agentesé  

del Estado, regul ndose, en consecuencia, prudencialmente el monto de laá  

indemnizaci n  a  pagar  por  el  Estado  a  las  actoras  en  la  suma que  seó  

indicar  en la resolutiva de esta sentencia.á

VIG SIMO TERCEROÉ :  Que la suma que se fijar  a t tulo deá í  

indemnizaci n a las actoras deber  pagarse reajustada de acuerdo con laó á  

variaci n del  ndice de Precios al  Consumidor entre  la fecha en que laó Í  

presente  sentencia  quede ejecutoriada y su pago efectivo;  as  reajustada,í  

devengar  intereses  corrientes  para  operaciones  reajustables  en el  mismoá  

lapso.

VIG SIMO CUARTOÉ : Que la dem s prueba rendida, no detalladaá  

o  considerada  en  forma  especial,  en  nada  incide  en  lo  asentado 

precedentemente.
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VIG SIMO QUINTOÉ : Que en cuanto a las costas de la causa cada 

parte soportar  las propias, debido a no haber resultado totalmente vencidaá  

la demandada.

Por  estas  consideraciones,  normas  citadas,  y  visto,  adem s,  loá  

dispuesto en los art culos 160, 170, 171, 254 y siguientes, 342, 346, 426 delí  

C digo de Procedimiento Civil; 1 , 4 , 6 , 7 , 19, 38 inciso segundo de laó ° ° ° °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica; 1, 3 y 5 de la Declaraci n Universaló í ú ó  

de los Derechos Humanos; 4.1 y 63.1 de la Convenci n Americana sobreó  

Derechos Humanos; Convenci n Interamericana para Prevenir y Sancionaró  

la  Tortura;  Los  Convenios  de  Ginebra  de  1949;  1  de  la  Declaraci n° ó  

Americana  de  Derechos  y  Deberes  del  Hombre;  6,  7  y  8  del  Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos; Principios de N remberg; laí ú  

Convenci n  contra  la  Tortura  y  otros  Tratos  Crueles,  Inhumanos  oó  

Degradantes de las Naciones Unidas y art culo 7  del Estatuto de Roma deí °  

la Corte Penal Internacional, se declara:

I.- Que se acoge la demanda deducida en lo principal del escrito de 

26 de junio de 2023, respecto de do a ñ Yanet de Las Mercedes Manzano 

Kasis y  se  condena  al  demandado  a  pagar  a  la  actora,  la  suma  de 

$30.000.000 (treinta millones de pesos) por concepto de indemnizaci n deó  

perjuicios, a t tulo de da o moral.í ñ

II.- Que se acoge la demanda deducida en lo principal del escrito de 

26 de junio de 2023, respecto de do a ñ Paola Andrea Manzano Kasis y se 

condena  al  demandado  a  pagar  a  la  actora,  la  suma  de  $30.000.000 

(treinta millones de pesos) por concepto de indemnizaci n de perjuicios, aó  

t tulo de da o moral.í ñ

III. Que se acoge la demanda deducida en lo principal del escrito de 

26 de junio de 2023, respecto de do a ñ Sandra Valeska Manzano Kasis y 

se condena al demandado a pagar a la actora, la suma de  $30.000.000 

(treinta millones de pesos) por concepto de indemnizaci n de perjuicios, aó  

t tulo de da o moral.í ñ

IV. Que se acoge parcialmente la excepci n de reparaci n integraló ó  

del Estado.

V. Que se rechaza, la excepci n de prescripci n interpuesta por eló ó  

Consejo de Defensa del Estado.
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VI. Que cada parte soportar  sus costas.á

An tese, reg strese y notif quese.ó í í

Pronunciada por do añ  Cecilia Pasten P rezé , Juez Suplente. /dbh 

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final 
del  art.  162 del  C.P.C.  en   Santiago,   cinco  de  Agosto  de  dos  mil 
veinticuatro
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